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Resumen: Se prosigue el análisis de los proyectos cons-
titucionales que no alcanzaron a ser promulgados, 
sea por constituir diseños que no fueron debatidos, o 
rechazados por la ciudadanía, después de la promul-
gación de la Constitución de 1980, cuestionada en su 
legitimidad. Siguiendo los criterios de filiación y de 
afiliación, procedentes de la teoría literaria de Ed-
wards Said, se fija una clasificación de la constitución 
y de los proyectos, en base de la tradición democrática 
republicana de base francesa o anglosajona, con sus 

AbstRAct: This paper continues with the analysis of 
constitutional proposals not enacted since they were 
not discussed or were rejected by citizens, after 1980 
Constitution enactment, questioned in its legitima-
cy. Following filiation and affiliation criteria from 
Edward Said’s literary theory, a classification of the 
constitution and proposals is made on the basis of the 
French and Anglo-Saxon republican democratic tradi-
tion, with emphasis on the State physiognomy, rights, 
and citizenship practice, which allows talking about 
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gradualness and inflection, as compared with the view 
breaking down such tradition.

Key WoRds: Constitution, proposals, rights, Chile, par-
ticipation.

I. entRe lA AfiliAción y lA RuptuRA de lA gRAduAlidAd en un estAdo no democRático y AutoRitARio. 
lA constitución de 1980

El golpe militar de 11 de septiembre de 1973, abrió otro periodo en nuestra historia institucional. No 
obstante, tempranamente la Junta de Gobierno, en su primera sesión, de 13 de septiembre, hizo men-
ción que “se encuentra en estudio la promulgación de una nueva Constitución Política del Estado, traba-
jo que está dirigido por el profesor universitario D. Jaime Guzmán”.1 La Junta de Gobierno presidida por 
el general Augusto Pinochet Ugarte, siguió en este predicamento y el 24 de septiembre de 1973, esta-
bleció la Comisión Constituyente para redactar una nueva constitución política.2 En octubre, se per-
filó definitivamente la Comisión Constituyente, por el DS 1064, el día 25 de ese mes, con la finalidad 
“para que estudie, elabore y proponga un Anteproyecto de una nueva Constitución Política del Estado”.3

Las primeras actas de la Comisión Constituyente mantuvieron lo prescrito por la Constitución de 
1925, pero en materias económicas la inflexión hacia la iniciativa privada en reemplazo del Estado 
gestor, constituyó una idea fuerza matriz.4 La tesis de estructurar una “democracia protegida”, ya se 
planteaba con meridiana claridad en la Declaración de principios del gobierno de Chile, de 1974, que 
Arenas vinculó con la búsqueda de una legitimación histórica e influencia ideológica en la figura de 
Portales.5

En su periplo por Europa, miembros de la Comisión Constituyente recabaron opiniones en Espa-
ña-todavía bajo el régimen de Franco- en Alemania y en Francia, donde le hicieron notar el contraluz 
entre la teoría y la realidad, siendo notable los juicios del jurista francés Georges Burdeau.6

1 ActAs de lA JuntA Gobierno (1973), Acta Junta N°1. Consignemos la paradoja que el D.L N°1 de 18 de septiembre de 1973, que 
estableció la Junta de Gobierno, según el asesor legal naval Sergio Rillón, tomó como modelo fundante, la de la Junta de Gobierno 
¡de la República Socialista de 1932! [bArros (2005), p. 69].

2 La Comisión en el mes de septiembre tenía cuatro miembros, cuya tercera sesión se celebró el 26 de septiembre de 1973, 
presidida por Enrique Ortúzar, teniendo el Memorándum que contenía las “Metas Fundamentales para la Nueva Constitución” 
[ActAs oficiAles comisión (1975), I: 2]. Las páginas corresponden a las sesiones en particular.

3 Decreto Supremo N°1064, de 1973.

4 En la Sesión 10, 25 de octubre, se plantearon “Algunos conceptos sobre salud para ser reincorporados en la nueva constitución en 
estudio”, siguiendo criterios de la Organización Mundial de la Salud [ActAs oficiAles comision (1975), I: 17-18].

5 ArenAs (2002), pp. 226-229.

6 En carta de 17 de enero de 1974 dirigida a Alejandro Silva Bascuñán, le formula sus aprehensiones sobre: “el derecho de propiedad 
bajo el ángulo de la función social que satisface, ¿cómo podría el Estado encontrarse dotado para verificar que tal función sea bien 
cumplida y, llegado el caso, para sancionar el abuso individualista del derecho de propiedad? 2. El informe evoca los mecanismos 
destinados a asegurar una defensa eficaz de los derechos humanos ¿Cuáles son esos organismos, quién puede actuar ante ellos 
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énfasis respecto de la fisonomía del Estado, los dere-
chos y el ejercicio de la ciudadanía, que permite hablar 
de gradualidad e inflexión; contrastada con la mirada 
rupturista con tal tradición.

pAlAbRAs clAve: Constitución, proyectos, derechos, 
Chile, participación.
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Cabe subrayar que, si bien en el periodo de 1973 a 1980, las disposiciones legales apelaron a la refe-
rencia de la Constitución de 1925, ésta fue, como lo destacaron Silva - Silva, una alusión que “resultaba 
puramente nominal”, puesto que fueron gradualmente modificando o derogando las disposiciones 
constitucionales. La Junta de Gobierno, en sesión N°7, de 21 de septiembre, nombró a los cuatro 
miembros para el estudio de la nueva Constitución Política, Enrique Ortúzar, Sergio Díez, Jaime Guz-
mán y Jorge Ovalle.7 Entre 1973 y 1978 funcionó esta Comisión presidida por Enrique Ortúzar, integra-
da por los juristas Jaime Guzmán Errázuriz, Sergio Diez Urzúa, Jorge Ovalle Quiroz, Enrique Evans de 
la Cuadra, Gustavo Lorca Rojas, Alejandro Silva Bascuñán, Alicia Romo Román.8 En el primer semestre 
de 1977, renunciaron Silva Bascuñán, Evans de la Cuadra y Ovalle Quiroz, siendo reemplazados por 
Luz Bulnes, Raúl Bertelsen, Juan de Dios Carmona y Rafael Eyzaguirre. La Comisión entregó el ante-
proyecto al Consejo de Estado, presidido por el ex presidente de la República Jorge Alessandri Rodrí-
guez, que lo revisó entre 1978-1980, y finalmente aprobado por la Junta Militar presidida por el general 
Augusto Pinochet Ugarte.9 La Junta de Gobierno se abocó a revisar el texto, entre los meses de julio 
y agosto de 1980, conformando un “Grupo de Trabajo” compuesto por Sergio Fernández, ministro 
del Interior, Mónica Madariaga, ministra de Justicia, el ministro Jefe del Estado Mayor Presidencial, 
general de brigada Santiago Sinclair, el secretario de Legislación de la Junta de Gobierno, capitán de 
navío JT Mario Duvauchelle y, en reemplazo de los miembros de la Junta Militar fueron delegados el 
Auditor General del Ejército, general de brigada (J) Fernando Lyon, el Auditor General de la Armada, 
contraalmirante JT Aldo Montagna, el Auditor General de la Fuerza Aérea y ministro Subsecretario del 
Interior, general de brigada aérea (J) Enrique Montero, y el mayor de Carabineros (J) Harry Grunewal-
dt, quienes revisaron el texto constitucional, que, finalmente, fue plebiscitado.10 La Junta de Gobierno 
recalcó algunos conceptos de las “Bases fundamentales”, como ser el bien común, la familia, el princi-
pio de subsidiariedad que se deslizó “a regular los respectivos derechos individuales, en especial en la 
limitación a la actividad empresarial del Estado”.11

Se erigió como la Constitución que más tiempo demandó en su redacción: siete años ininterrumpi-

y qué alcance debe atribuirse a su intervención?”. Sesión 21, 7 de marzo de 1974 [ActAs oficiAles comision (1975), I: 15]. Las Actas 
Oficiales de la Comisión de Estudios de la nueva Constitución Política de la República comprende 14 volúmenes y 3 de índices. 
Hemos consultado la colección completa que perteneció al destacado jurista Julio Ruiz Bourgeois, adquirida por la Escuela de 
Derecho- Antofagasta, de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad Católica del Norte. También se denominó Comisión 
de Estudios de la Nueva Constitución Política de la República de Chile.

7 ActAs de lA JuntA de Gobierno (1973), Acta N°7.

8 En las Actas Oficiales de la Comisión Constituyente, se lee de la Sesión 1, de 24 de septiembre de 1973: “Uno de los primeros 
actos de la Honorable Junta de Gobierno fue designar la Comisión Constituyente con el encargo de elaborar un anteproyecto de 
nueva Constitución Política del Estado, la que en un comienzo estuvo integrada por los señores Sergio Díez Urzúa, Jaime Guzmán 
Errázuriz, Enrique Ortúzar Escobar, que en la sesión constitutiva fue elegido como su Presidente, y Jorge Ovalle Quiroz. Fue designado 
Secretario de la Comisión, don Rafael Eyzaguirre Echeverría. Posteriormente, con fecha 9 de octubre de 1973, se incorporaron 
como miembros permanentes de la Comisión, los señores Enrique Evans de la Cuadra, Gustavo Lorca Rojas y Alejandro Silva 
Bascuñán”. Por Decreto Supremo N°1.064, de 12 de noviembre de 1973, del Ministerio de Justicia, creó oficialmente la Comisión 
Constituyente [ActAs oficiAles comisión (1975), I: 2].

9 Las “Actas de la Honorable Junta de Gobierno”, no solo se atuvieron a este año, sino que abarcaron todo el periodo de la dictadura 
entre 1974-1990. Se encuentran disponible en el sitio digital de la Biblioteca del Congreso Nacional. Véase ActAs HonorAble JuntA 
de Gobierno (1974-1990).

10 Samuel Pérez Jofré ha estudiado detenidamente el papel que le cupo a la Secretaría de Legislación y a la Junta Militar en la 
revisión del texto constitucional visado por el Consejo de Estado. Pérez (2018), pp. 22-25.

11 Pérez (2018), p. 48.
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dos.12 Se destacaron en la Comisión la mayoría de profesores de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la 
Pontificia Universidad Católica de Chile, algunos de la Universidad de Chile de Santiago y Valparaíso, 
y uno de la Universidad Católica de Valparaíso, más tres juristas sin vinculación con universidades.

En agosto de 1980 se convocó para el 11 de septiembre de ese año al plebiscito para aprobar o no la 
nueva Constitución Política. El resultado fue un total de 4.121.067 personas votaron “Sí”, aprobando 
y sumado los votos en blanco de 83.812, arrojó un 67,04% a favor de la nueva Constitución, mientras 
1.893.420 se inclinaron por el “No”, lo que dio un 30,19% por el rechazo a la nueva Constitución. No 
obstante, las condiciones del acto eleccionario fueron severamente cuestionadas pues “se realizó sin 
registros electorales, bajo el estado de emergencia, restringidas las libertades públicas, con descarada 
intervención del Gobierno en favor del proyecto oficial, sin ninguna posibilidad de plantear alternativas 
a dicho proyecto, sin control serio del acto plebiscitario en cuanto a votación misma y a los escrutinios, 
sin Tribunal Calificador de Elecciones, etc.”.13

La Constitución de 1980, fue promulgada el 21 de octubre de ese año. En el capítulo I Bases de la ins-
titucionalidad, se declaraba en su artículo 1:

“La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. El Estado reconoce y ampara a los grupos interme-
dios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía 
para cumplir sus propios fines específicos. El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad 
es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan 
a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y 
material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece. Es deber 
del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al 
fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar 
el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”.14

Con este supuesto quedaba establecido la relevancia de la familia y los grupos intermedios por sobre 
el Estado, el que debía amparar mediante la promoción del bien común.

La exclusión de los partidos de izquierda con filiación marxista quedó recogida en el artículo 8:

“Todo acto de persona o grupo destinado a propagar doctrinas que atenten contra la familia, propugnen 
la violencia o una concepción de la sociedad del Estado o del orden jurídico, de carácter totalitario o 
fundada en la lucha de clases, es ilícito y contrario al ordenamiento institucional de la República”. 

12 El constitucionalista Sergio Carrasco apuntó sobre el tema: las Constituciones anteriores a la de 1833 tardaron, la de 1811 (1 
mes), la de 1812 (2 meses), la de 1818 (5 meses), la de 1822 (3 meses), 1828 (5 meses). La de 1833 demandó 1 año y 7 meses, la de 1925, 
6 meses. cArrAsco (2016), p. 36 nota 3.

13 briones (1985), p. 24.

14 constitución 1980 (1981), p. 8. Sobre el sentido- y discusión- de la noción de subsidiariedad, en ortúzAr y ortúzAr (2015) y GArcíA 
y VerduGo (2015).
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Prohibición que se extendía a organizaciones, movimientos y partidos, donde, además, se perdía la 
condición de ciudadano (Art. 16, inc.3).

El terrorismo era penalizado y se planteaba que una ley con quorum calificado, “determinará las 
conductas terroristas y su penalidad” y serán considerados delitos comunes y no políticos (Art. 9). La 
privación de la nacionalidad estaba contemplada si se atentaba contra los intereses permanentes del 
Estado (Art. 11, inc.3).

En el capítulo III De los Deberes y derechos constitucionales, en el artículo 19, se consagraba nuevos 
derechos, como el derecho a la vida, respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de la 
persona y de su familia, derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Se debe sub-
rayar que el derecho a la vida, cubría al nasciturus (Art.19.1), lo que significó una inflexión en los dere-
chos a las personas, dado que en Chile el aborto estaba normado por el Código Sanitario de 1931. La 
Junta de Gobierno corrigió en septiembre de 1989, por ley 18.826, el artículo 119 del Código Sanitario, 
modificado durante la administración de Frei Montalva, que permitía el aborto. La relevancia del de-
recho a la vida en la discusión de la Comisión de Estudios, fue salvaguardar a éste ante las amenazas 
que se percibían en la vida contemporánea, desde el avance de las ciencias biológicas hasta la defensa 
de una visión del derecho natural.15

Novedoso fue la incorporación del derecho “a vivir en un medio ambiente libre de contaminación”, 
donde se obligaba al Estado a “velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación 
de la naturaleza” (Art. 19 N°8). Aquello se tradujo en ampliar los derechos individuales y vincularlos 
al entorno inmediato.16 Se ha subrayado que, con esta Constitución, se plantearía una teoría de la 
irretroactividad y de derechos adquiridos, fijados en el artículo 19 número 24, que apunta al derecho 
de propiedad “en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales”.17 De igual 
forma, se ponderó la ampliación del recurso de amparo, al contemplar la seguridad individual como 
la libertad individual.18

La disolución del derecho a la salud, en un marco de seguridad social, quedaba recogido en el número 
9 del artículo 24: “El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y 
recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo”. De igual manera, el derecho a la educación, 
“Los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos. Corresponderá al Estado otor-
gar especial protección al ejercicio de este derecho”, reforzado con la libertad de enseñanza. En cuanto 
a la seguridad social, el planteamiento constitucional era inequívoco:

“La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestacio-

15 uGArte (2006).

16 Una discusión sobre la normativa fuerte en el plano constitucional y debilidad en la práctica, en GAldAmez (2017). Una 
interpretación de la dictadura en Huneeus (2000), en cuanto a la personalización del régimen; bArros (2005), refiere de un co-
gobierno Pinochet y la Junta de Gobierno.

17 sAcco (2006).

18 noGueirA (1998).

Revista de Derecho de la Universidad Católica de la Santísima Concepción
Nº 43, 2023, pp. 3-39



8

nes básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas. La ley podrá 
establecer cotizaciones obligatorias” (Art. 19 N°18).

La libertad de trabajo y su protección se enunciaba, resguardando que:

“Ninguna ley o disposición de autoridad pública podrá exigir la afiliación a organización o entidad 
alguna como requisito para desarrollar una determinada actividad o trabajo, ni la desafiliación para 
mantenerse en éstos”.19 La afiliación sindical sería voluntaria (Art. 19 N°19).

El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorpo-
rales, refrendaba la libertad de adquirir el dominio de toda clase de bienes, excepto los comunes a 
todos. Y su aseguramiento:

“Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que recae o de alguno de los 
atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice la ex-
propiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador” (Art. 19 N°24).
Junto con afirmar el dominio absoluto del Estado sobre todas las minas, se abría la posibilidad de 
concesiones de exploración o de explotación.20

Se ha justipreciado lo establecido en el artículo 20, en cuanto al recurso de protección, sobre la afec-
tación de una persona en el “legítimo ejercicio de los derechos y garantías”, por actos u omisiones ar-
bitrarios o ilegales, que, a juicio de un autor, se transformó “en una verdadera revolución silenciosa”.21

Las atribuciones del presidente de la República eran amplias y con acuerdo del Consejo de Seguridad 
Nacional, “podrá declarar todo o parte del territorio nacional en estado de emergencia, en casos graves 
de alteración del orden público, daño o peligro para la seguridad nacional, sea por causa de origen in-
terno o externo” (Art. 40 N°3).

El Congreso quedaba compuesto de la Cámara de Diputados y el Senado, en esta última por senado-
res elegidos y por senadores vitalicios, como los ex presidentes de la república; los senadores desig-
nados durarían ocho años, recayendo tales nominaciones en dos ex ministros de la Corte Suprema, 
un ex Contralor General de la República, los ex comandantes en jefe de las cuatro ramas de la Defensa 
Nacional, un ex rector de universidad estatal o reconocida por el estado, un ex ministro de estado 
(Art. 45). Tal disposición se apartaba de la filiación tradicional democrática.

Se mantenía la estructura del Poder Judicial, la continuidad del Tribunal Constitucional, el Tribunal 
Calificador de Elecciones y la Contraloría General de la República.

En el capítulo XI se incorporó una nueva institución, alejada de la tradición democrática: el Consejo 

19 constitución 1980 (1981), p. 21.

20 constitución 1980 (1981), p. 25.

21 nAVArro (2007), p. 21. Habrá que consignar que el recurso de protección establecido en la Constitución de 1980, ha sido el 
reconocido en su eficacia, dado que Quinzio (2001), remonta el recurso de protección a la Constitución de 1818.
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de Seguridad Nacional, donde una de sus facultades era “representar, a cualquiera autoridad estable-
cida por la Constitución, su opinión frente a algún hecho, acto o materia, que a su juicio atente grave-
mente en contra de las bases de la institucionalidad o pueda comprometer la seguridad nacional” (Art. 
96 letra b).

Un aspecto significativo fue el papel asignado al Banco Central, como “organismo autónomo, con pa-
trimonio propio, de carácter técnico”, cuya composición, organización, funciones y atribuciones deter-
minará una ley orgánica constitucional (Art. 97).

El territorio nacional quedó dividido en regiones, éstas en provincias y en comunas. El gobierno 
comunal, quedaba restringido pues “el alcalde será designado por el consejo regional de desarrollo res-
pectivo a propuesta en terna del consejo comunal. El intendente tendrá la facultad de vetar dicha terna 
por una sola vez” (Art. 108).

En cuanto a la reforma constitucional, se establecía que: “El proyecto de reforma necesitará para ser 
aprobado en cada Cámara el voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en 
ejercicio” (Art. 116). En algunas materias, como los capítulos I, VII, X y XI, debía ser ratificada por los 
dos tercios de los miembros en ejercicio de cada rama (Art. 118).

En las “disposiciones transitorias”, se mantuvo los derechos mineros a los concesionarios, mientras se 
dicta el Código de Minería, donde subsistirían, de igual modo, la gran minería del cobre y empresas 
nacionalizadas, según disposiciones segunda y tercera. Además, la inamovilidad de los jefes máximos 
de las FF.AA. y en la disposición décima cuarta, continuaba por ocho años el actual Comandante en 
Jefe del Ejército, general Augusto Pinochet.

Podemos sintetizar esta Constitución del modo siguiente. Al replantear la fisonomía del Estado hacia 
un Estado subsidiario en su materialización de un Estado liberal mínimo, despojó la capacidad de 
gestor económico a éste, reduciendo la burocracia fiscal, descartando los derechos sociales como 
cobertura estatal, concediendo la mediación de entidades privadas. De igual forma, las áreas social y 
mixta de la economía desaparecieron al ser privatizadas, proceso que se va a complementar con los 
códigos de derecho minero y de aguas. El mercado se constituyó en el factor decisivo en la economía, 
privilegiando la libertad del individuo, dado que el Estado renunció a los mecanismos que fomentaban 
la igualdad, más allá de la declaración nominal procedente del siglo XIX. En materias ideológicas, la 
doctrina de la seguridad nacional quedó recogida en la exclusión de la ideología marxista y la creación 
del consejo de seguridad nacional.

Empero, desde su génesis, la Constitución de 1980, fue impugnada por su carácter anti-democrática, 
cuestionándose sus contenidos como los denominados enclaves autoritarios, traducidos, apunta Ca-
zor, en una “falta de consenso constitucional”, donde la democracia-soberanía popular, “no ha jugado 
el rol que se requiere como principio legitimador”, tanto en lo externo como en lo interno.22 

22 cAzor (2000), p. 27.
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Constituyó la única Constitución de rasgos rupturista en nuestra historia institucional. La afiliación 
estuvo marcada por la no intervención de la soberanía popular, el sesgo ideológico de enfatizar una 
orientación corporativista y sentar una visión neoliberal a nivel constitucional y hacer inviable su 
modificación por los altos quórums establecidos. La anulación de la participación popular, la poster-
gación de la implementación de un poder legislativo- durante ocho años- fueron elementos extraños 
a la tradición republicana y democrática, además v.gr., el Consejo de Seguridad Nacional, la segre-
gación ideológica en la competencia electoral o los senadores designados, refrendaron el carácter 
rupturista con la tradición democrática y republicana de las dos vertientes mencionadas. 

II. lA pRopuestA constitucionAl del gRupo de los 24 contRA el AutoRitARismo y el RetoRno A lA 
gRAduAlidAd democRáticA

Empero, la oposición al texto y las circunstancias políticas que habían rodeado su redacción, hizo que 
un grupo de intelectuales, juristas e historiadores, se agruparan el 21 de julio de 1978 en el Grupo de 
Estudios Constitucionales, compuesto de 24 integrantes (donde se incorporó Alejandro Silva Bascu-
ñán, que había renunciado en 1977 a la Comisión de la Constitución de 1980), realizando una serie de 
trabajo de subcomisiones. Una expresiva síntesis de su contribución fue el documento presentado en 
1979 intitulado “Bases fundamentales para la reforma constitucional”, que glosaremos. 

El trabajo de 23 páginas apuntaba a valores esenciales. Establecer un régimen verdaderamente de-
mocrático, que asegurara la protección de los derechos humanos, separación de los poderes públi-
cos, generación periódica de los gobernantes, participación activa del pueblo en todos los ámbitos, 
igualdad de todos, justicia en el orden económico; el titular del poder constituyente es el pueblo; 
necesidad de perfeccionar la Constitución de 1925 y no una nueva constitución, el parlamente debe 
ser generado íntegramente por el pueblo, los partidos políticos son instrumentos esenciales de la vida 
democrática, procurar la democracia social para encauzar las inquietudes de la sociedad a través de 
sus organizaciones, creación de un consejo económico, social y cultural de la nación, que debe ser 
consultado por los poderes públicos para impuestos, planes económicos, etc., los modelos aplicables 
para el desarrollo económico social deben ser decididos por las mayorías, incorporar los derechos 
consagrados por el derecho internacional de derechos humanos, regulación de los regímenes de 
emergencia, introducir reformas al poder judicial para asegurar su real independencia y eficiencia, 
por medio del Consejo Nacional de Justicia, la Escuela Judicial, robustecer el Tribunal Constitucional.23

El Grupo de los 24 durante más de diez años entregó varios proyectos específicos sobre el poder ju-
dicial, el orden económico, los partidos políticos, estatuto de regionalización, consejo económico y 
social, poder político local, ciudadanía-inscripciones y sistema electoral, régimen de gobierno semi- 
presidencial y acta de derechos humanos y tuvo filiales en las principales ciudades de las regiones 
del país.24

23 GruPo de estudios constitucionAles (1979).

24 cHAPArro (1992).
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El cuestionamiento del Grupo de los 24 a la Constitución de 1980, era que consagraba “un Régimen 
Autocrático Militarista y desconoce el ejercicio de los Derechos Humanos… cualesquiera sean las refor-
mas que puedan introducírsele, por el espíritu, por la letra que ella contiene, fundado en la doctrina de 
la Seguridad Nacional y en un Liberalismo Económico, no nos pueden llevar a la democracia”, cuestio-
nando que emplee la noción de soberanía popular, donde el pueblo no es fuente de poder sino un 
dispositivo de elección.25 

Al año siguiente, el ex presidente de la República, Eduardo Frei Montalva, en acto público del 27 de 
agosto en el Teatro Caupolicán, planteó un itinerario de transición cívico-militar y la convocatoria de 
una Asamblea Constituyente que redactara una Constitución.

III. de lAs RefoRmAs de 1989 A lA constitución de 1980 y el pRoceso de RedemocRAtizAción o inicio 
de lA tRAnsición políticA

La pérdida del plebiscito por parte del gobierno de Augusto Pinochet el 14 de octubre de 1988 de pro-
rrogar su mandato por otros ocho años más, derivó en una búsqueda de consenso entre los partidos 
de oposición al régimen autoritario-la Concertación de Partidos por la Democracia- y los partidos de 
derecha, la Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional. De las negociaciones resultó un 
paquete de 54 reformas constitucionales, que fueron aprobadas en el plebiscito de 30 julio de 1989. 
Reformas que fueron cuestionadas por “entregar” la Concertación aspectos importantes que pudieron 
utilizar más tarde en el gobierno, fundamentalmente la modificación de los artículos 65 y 68 y el 116 
que aumentó el quorum de tres quintos a dos tercios. Los resultados del plebiscito arrojaron que de 
los 7.082.084 personas habilitadas para sufragar, 6.069.449, es decir un 85,7%, aprobaron la reforma, 
581.605, un 8,21% la rechazaron; 324.283, con un 4,58% anularon y 106.747, con 1,51% votaron en blanco.26

En definitiva, el paquete de reformas aprobadas incluyó temas como, el nexo de los tratados interna-
cionales en materias de derechos humanos con la Constitución;27 la eliminación de la facultad presi-
dencial de disolver la Cámara de Diputados, revisión de las disposiciones sobre Estados de Excepción, 
un nuevo quorum de aprobación de leyes y sustituir el mecanismo de reforma constitucional, el au-
mento de las circunscripciones senatoriales de 13 a 19; el deber de los órganos del Estado de respetar 

25 sAnHuezA (1985), pp. 95-96.
En las críticas al liberalismo económico, enunciaba sAnHuezA (1985), p. 105, “algunos ejemplos que establecen esta categórica 
preeminencia del Liberalismo: — La consagración de la Propiedad Privada como Derecho, prácticamente absoluto. — La marginación 
del Estado, sólo con severas restricciones puede intervenir en la Economía. — La prohibición del Estado de desarrollar actividades 
empresariales, salvo que una Ley de Quorum calificado se las autorice… En definitiva, significa proscribir la igualdad social, 
fundamento de la Declaración Universal de los Derechos Humanos”.

26 correA (1990), PortAles (2000), AndrAde (1991).

27 En las negociaciones entre el Gobierno, el partido de Renovación Nacional y los partidos de la Concertación de Partidos por 
la Democracia, se logró precisar entre los abogados constitucionalistas y de ciencia política, de los partidos políticos, un comité 
que entregó el 5 de abril de 1989, se logró consensuar la reforma al inciso 2 del artículo 5, por la siguiente fórmula: “El ejercicio de 
la soberanía reconoce como limitación los derechos esenciales que emanan de la persona. Es deber de los órganos del Estado respetar 
y promover tales derechos garantizados por esta Constitución y por las normas internacionales que comprometan a Chile”. Con esta 
idea, no solo se preparaba el retorno de Chile al concierto de países democráticos, sino una nueva etapa de la convivencia social 
y política [AndrAde (2003)].
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y promover los derechos esenciales de las personas; terminar con la facultad del exilio decidida por 
presidente de la República; que las nóminas de militantes de partidos políticos no fueran públicas y 
derogación del artículo 8.

Se debe puntualizar que la izquierda de la Unidad Popular, principalmente el Partido Socialista y 
sus sensibilidades o corrientes, tuvieron en el exilio una revisión de su postura ante la democracia, 
revalorizándola en conexión con la observación de los derechos humanos. Aquello se apartaba de lo 
estipulado en el proyecto constitucional de la Unidad Popular, y posibilitó la discusión constitucional 
desde 1989 adelante. Además, el nuevo Partido por la Democracia, se constituyó en una renovación 
de un sector de izquierda.28

Empero, se ha sostenido que, aun con las reformas de 1989 y 2005, la no legitimidad de la Constitu-
ción, que sigue aparentemente los mecanismos propios de una constitución democrática, “permite 
a quienes mantienen la solidaridad con la constitución impuesta a una sociedad que se democratiza, 
mediante el uso desproporcionado de mecanismos contra-mayoritarios, limitar el espacio propio del 
ejercicio de la política y el derecho”, daría cuenta de la denominada “constitución celda o straightjacke-
t”.29 Varios aspectos no democráticos limitaban el espacio propio de la política.

IV. desde lA fiRmA en lA constitución del pResidente lAgos en 2005 hAstA lA pRopuestA de RefoR-
mA constitucionAl de lA pResidentA michelle bAchelet en 2018. en buscA de lA gRAduAlidAd 
democRáticA e inflexión hAciA el estAdo democRático y sociAl

Durante la administración de Ricardo Lagos se introdujeron 58 modificaciones, eliminando los sena-
dores vitalicios y designados, se redujo el mandato presidencial de seis a cuatro años, se incremen-
taron las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, se eliminó la función de garantes de la 
institucionalidad de las fuerzas armadas y se indicó la exclusiva facultad del presidente de la república 
para convocar al Consejo de Seguridad Nacional.30

Empero, había una insatisfacción no definida en la población, principalmente de los abusos y los altos 
costos que se debían pagar por las mediaciones en materias de salud, educación, previsión social y 
por los obstáculos que todavía se mantenían en la Constitución reformada de 2005 que, en materias 
de quorum para reformar la carta magna, se mantuvieron inalterables.31 Y esta incomodidad por lo 
señalado se había expresado en varias manifestaciones sociales, al despuntar el segundo lustro del 
decenio del 2000.

28 Perry (2021), p. 547, refiere el año 1986 como un clivaje decisivo; cAsAls y Perry (2020).

29 suArez (2009), p. 250.

30 Un examen de las reformas y su gestación en Pfeffer (2005). Una mirada crítica al periodo, refiere que la elite gobernante se 
acomodó a los enclaves autoritarios institucionales, en el periodo 1990-2010 [zúñiGA (2012)]. ArAncibiA (2020) ha tomado esta 
reforma constitucional del presidente Lagos, para hacer la trazabilidad de sus normas desde la Constitución de 1812.

31 Un examen de la relación entre el poder Ejecutivo y el Congreso y los cambios en la percepción ciudadana- incluyendo la 
abstención electoral y el sistema binominal- con las modificaciones institucionales del año 2005, en cArrAsco (2008).
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El constitucionalista Fernando Atria planteó de modo gráfico que la Constitución seguía siendo una 
carta que, en gran medida recogía el espíritu de Jaime Guzmán, de “neutralizar al pueblo”, y el tema 
es que el “lenguaje paleontológico de los juristas” no guardaba ninguna vinculación con las demandas 
formuladas políticamente, por ejemplo, poder constituyente o asamblea constituyente, puesto que, 
en estas críticas que comenzaban a surgir desde la población, el lenguaje que se estaba imponiendo 
era el de los ciudadanos y no de los juristas, y el texto constitucional guardaba “trampas constitucio-
nales”, de puntuales cerrojos, como las leyes orgánicas constitucionales y sus quórums de aprobación, 
el sistema binominal y el control preventivo del Tribunal Constitucional y el metacerrojo, los quórums 
de reforma constitucional.32

Uno de los cerrojos fue el fin del sistema electoral binominal en mayo de 2014.33

En este contexto, la presidenta de la República Michelle Bachelet se hizo cargo de esta vinculación 
de las expresiones de protesta y la necesidad de una nueva constitución. Y así lo recalcó en su men-
saje, donde señaló que las instituciones políticas no podían quedar rezagadas ante la modernización 
democrática. De ahí, su perseverancia en llevar a cabo “un proceso constituyente democrático, institu-
cional y participativo”. En su visión, había que conciliar las demandas y desafíos actuales con el nuevo 
edificio institucional donde se rescatara las “tradiciones democráticas y republicanas”, como resultado 
del “consenso de los diferentes sectores de nuestra sociedad”.34

Los fundamentos de la presidenta Bachelet fue acudir a la tradición constitucional chilena, republi-
cana, democrática y social, pues las diversas cartas exhibían ciertos elementos comunes que daban 
cuenta de principios orientadores, sobre los derechos, los órganos del Estado y las características de 
la institucionalidad. Normas que habían persistido sin mayores variaciones en el tiempo, “como la di-
visión de poderes, la elección democrática de las autoridades, las normas sobre soberanía, nacionalidad 
y ciudadanía, los derechos fundamentales como parte nuclear de la Constitución”. Y se repasaba desde 
la Constitución de 1828, hasta que sobrevivo el golpe militar:

“La Constitución de 1980 es producto del golpe de Estado de 1973 y surge durante la dictadura que le si-
guió, a través del D.L. N° 128 el cual confirió a la Junta de Gobierno el poder constituyente y las facultades 
para modificar, suspender y derogar la Constitución, aprobando una nueva en su reemplazo”.35 Los ejes 
rectores se apartaban decisivamente de la tradición:

“Los ejes rectores originales de esta concepción político-jurídica son cuatro: 1) el establecimiento de una 

32 AtriA (2013).

33 Por Ley N°20.840, de 2014, se reemplazó el sistema binominal por uno de carácter inclusivo. Empero, también significó hacer 
un redistritaje de los territorios, modificando los distritos electorales de diputados de 60 a 28, aumentando el número de 
diputados de 122 a 155; lo mismo aconteció con los senadores que en las 15 circunscripciones senatoriales elegirían ahora 50 en 
vez de los 38. Como constatación de la influencia del mundo femenino, la ley aseguró una cuota a las mujeres para actuar en 
política, exigiendo un 40% de candidatas. Esto comenzó a regir en 2017. Véase Ley N°20.840, de 2015. Consignemos de paso, que 
el Servicio Electoral, por Ley N°20.860, de 2015, se le otorgó rango constitucional. Véase Ley N°20.860, de 2015.

34 bibliotecA del conGreso nAcionAl (2018), pp. 2-3.

35 bibliotecA del conGreso nAcionAl (2018), p. 9.
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sociedad de libertades con primacía de los derechos económicos; 2) el rol subsidiario del Estado; 3) la 
fijación de una democracia no pluralista y tutelada; y 4) la consagración y ejecución de la doctrina de la 
seguridad nacional”.

El tema pendiente era el de la legitimidad, aun cuando se reconocía que “nos ha permitido gozar de 
una democracia estable”.36

En procura de una nueva constitución, en el año 2015 se abrió el Proceso Constituyente Abierto a la 
Ciudadanía, como política de Estado, y como se afirmaba en el Mensaje, “Es respetuosa de la institu-
cionalidad vigente y del Congreso Nacional como poder constituyente derivado e incorpora a los ciuda-
danos y ciudadanas como protagonistas”, basado en tres fases o momentos, Encuentro, Deliberación y 
la Soberanía. En la etapa Encuentro “se realizaron más de 9 mil instancias de discusión constitucional, y 
participaron 204.402 personas”. La etapa Participativa, dio como resultado las “Bases Ciudadanas para 
una Nueva Constitución”. El proceso fue reconocido internacionalmente. También hubo una consulta 
de participación indígena, acorde al convenio 169 de la OIT.

Se concluía en este proceso inédito con “la participación pública incidente como elemento legitimador 
de la Constitución y de reformulación del ejercicio del poder constituyente”, y se planteaba la necesidad 
de ampliar el consenso constitucional fundante. Y esto era un proceso de elaboración de una nueva 
constitución “desde abajo hacia arriba, que genere una conciliación entre la ciudadanía y el sistema re-
presentativo, promoviendo un diálogo político plural y abierto. Lo anterior es hoy un requerimiento para 
la elaboración de los textos constitucionales democráticos”.37 De esta manera, la incidencia de las Bases 
apuntaba a que la ciudadanía se apropiara del texto y lo hiciera suyo en los contenidos, alcanzando la 
“legitimidad social”, para que emerja una Constitución democrática y social.

La nueva Constitución debía contener la inflexión que requerían las circunstancias:

“Así, junto con la democracia como valor primordial, nos alejamos del individualismo y avanzamos ha-
cia un modelo de Estado solidario, que concilie los intereses personales con los de la comunidad toda. Lo 
anterior requiere una adecuación del Estado a los nuevos estándares y deberes, como lo son el respeto al 
medio ambiente y al patrimonio histórico y cultural. Es en este equilibro sobre el cual se edifica la Nueva 
Constitución. Como segundo elemento, la Nueva Constitución se funda en los derechos fundamentales de 
las personas. Establece por un lado un perfeccionamiento de los derechos actuales tales como igualdad, 
salud, la educación y trabajo; se pone al día con nuestra deuda histórica con los pueblos indígenas reco-
nociendo sus derechos, y establece derechos que dan cuenta de los cambios políticos, sociales y culturales 
que hemos experimentado en los últimos años, estableciendo el derecho al libre desarrollo de la persona-
lidad, el derecho a la igualdad entre hombres y mujeres, los derechos de los niños niñas y adolescentes, el 
derecho a la participación, entre otros”.38

36 bibliotecA del conGreso nAcionAl (2018), p. 11.

37 bibliotecA del conGreso nAcionAl (2018), p. 20.

38 bibliotecA del conGreso nAcionAl (2018), pp. 23-24.
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Otra de las reformas apuntaba al régimen político, un equilibrio entre el Ejecutivo y el Legislativo, 
eliminación de los quórum supra- mayoritario, y buscar un quórum único de tres quintos.

El artículo 1 de la Constitución de 1980, sería modificado por el siguiente Preámbulo:

“Nosotros, los pueblos de Chile, responsables ante nuestra historia y su porvenir, nos otorgamos esta 
Constitución Política de la República de Chile. Lo hacemos en forma libre y democrática, ejerciendo el 
poder constituyente originario del que estamos investidos. La finalidad de este acto solemne es vivir en 
paz, en justicia y en prosperidad dentro de nuestras fronteras, y convivir con todos los países y pueblos 
del mundo, promoviendo y respetando la dignidad, la libertad, la igualdad, la solidaridad y los derechos 
fundamentales de todos los seres humanos”.39

El capítulo “Bases de la Institucionalidad” era reformado totalmente por “Disposiciones Fundamentales 
del orden Constitucional”, donde se planteaba que las personas nacen libres e iguales y la dignidad de 
las personas es inviolable y la familia es el núcleo base de la sociedad (Art.1). La organización del Esta-
do y su finalidad, estaban consignados en los dos siguientes artículos. Importante era la declaración 
del artículo 4:

“La soberanía reside en la Nación y en sus diversos pueblos indígenas. Su ejercicio se realiza por los 
ciudadanos a través de las elecciones y los plebiscitos que esta Constitución y las leyes establecen… El 
ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos humanos”.

En cuanto a los pueblos originarios, la inflexión era clara en su artículo 5:

“El Estado reconoce a los pueblos indígenas que habitan en su territorio como parte de la Nación chilena, 
obligándose a promover y respetar su integridad de tales, así como sus derechos y su cultura. Los pueblos 
indígenas participarán como tales en el Congreso Nacional, mediante una representación parlamenta-
ria, cuyo número y forma de elección serán determinados por una Ley Orgánica Constitucional”.

El artículo 9 se pronunciaba en materias penales que “El terrorismo, en cualquiera de sus formas, es por 
esencia contrario al Estado de derecho. Las conductas punibles tipificadas como delitos terroristas, así 
como la responsabilidad en su comisión, serán establecidas en un título especial dentro del Código Penal. 
Las reglas procedimentales para su juzgamiento serán materia del Código Procesal Penal”.

El capítulo II “Nacionalidad y Ciudadanía”, no traía novedad alguna. El Capítulo III “De los derechos 
fundamentales, Garantías y Deberes Constitucionales”, mantenía como primer derecho el de la vida y 
la integridad física y síquica (Art.19, inc.1), el derecho a la personalidad, un tercer inciso inédito, “El 
derecho de los niños, niñas y adolescentes al respeto de su integridad y desarrollo moral, físico, psíquico y 
sexual. Igualmente, tienen derecho a ser tratados de acuerdo a su grado de madurez y autonomía progre-
siva en los asuntos que les afecten”. Los incisos 11 y 12, reservaban el derecho “a vivir en un medio am-
biente libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar 

39 bibliotecA del conGreso nAcionAl (2018), p. 26.
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la preservación de la naturaleza. La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determi-
nados derechos o libertades para proteger el medio ambiente” y el 12 “El derecho a vivir en una vivienda 
dotada de las condiciones materiales y del acceso a los servicios básicos, según se establezca en la ley”.40

El retorno de los derechos sociales se evidenciaba en el inciso 13 del artículo 19 “El derecho a la pro-
tección de la salud. El Estado garantiza el libre e igualitario acceso a la promoción, protección y recupe-
ración de la salud y a la rehabilitación del individuo”, y el derecho al trabajo y su protección, el derecho 
de los sindicatos a la negociación colectiva y el derecho a la huelga quedaban recogidos en los incisos 
23 y 26. El derecho a la seguridad social quedaba ampliamente manifestado en el inciso 25, señalando 
“cada persona tendrá el derecho a elegir, sin ser discriminado negativamente, el sistema de pensiones al 
que desee acogerse, sea éste estatal o privado”.41

El dominio del estado sobre las minas no inhibía el procedimiento concesional, siempre y cuando 
apuntara hacia el bien de la comunidad y podía caducarse la concesión solo por sentencia judicial. 
Se mantenía la regulación de las aguas, como concesión a particulares, aun cuando se declaraba que 
eran bienes de uso público (Art.19, inciso 31). Se garantizaba el derecho de propiedad y solo se podía 
expropiar por ley especial y el juez podía suspender tal acción.

La amplia promoción de las artes y la cultura, tanto para sus autores y de los pueblos originarios.

Concluía el extenso artículo 19 con la afirmación en su inciso 33:

“La seguridad de que los derechos garantizados por esta Constitución no pueden ser afectados en su 
esencia”.

La acción de tutela de derecho estaba garantizada por la Constitución para reclamar contra cualquier 
persona o institución.

El artículo 22 establecía el nexo entre derechos y deberes para todos los habitantes:

“Todo habitante de la República debe respeto a Chile, a sus emblemas nacionales y a los emblemas de sus 
pueblos indígenas. Son emblemas de la Nación chilena la bandera nacional, el escudo de armas de la Re-
pública y el himno nacional. Los chilenos tienen el deber fundamental de honrar a la patria, de defender 
su soberanía y de contribuir a preservar la seguridad nacional y los valores esenciales de la tradición 
chilena y de sus pueblos indígenas. El servicio militar, los tributos y demás cargas personales que impon-
ga la ley, son jurídicamente vinculantes en los términos y formas que ella determine”.

Un buen número de artículos regulaba la institución del Presidente de la República (Capítulo IV, arts. 
23-31), de los Ministros de Estado (Arts. 32-37).

40 bibliotecA del conGreso nAcionAl (2018), p. 37.

41 bibliotecA del conGreso nAcionAl (2018), p. 42.
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Las bases generales de la administración del Estado, y estados de excepción constitucional, proseguía 
los mismos criterios de la Constitución precedente; en cuanto al Congreso Nacional, en el capítulo V, 
se recogía la división tradicional en dos cámaras, como las materias de leyes (hasta el art. 76).

En cuanto al poder judicial, capítulo VI “La jurisdicción”, proseguía las mismas normas. Lo concer-
niente al ministerio público, capítulo VII, regulaba el funcionamiento del Fiscal nacional y los subor-
dinados; el capítulo VIII “Tribunal Constitucional” como el siguiente destinado al servicio electoral no 
traían novedades; lo mismo la Contraloría general de la república. Y, también, lo relativo a las FF. AA 
y de Orden.

El capítulo XII “Consejo de Seguridad Nacional”, seguía como órgano asesor del Presidente de la Repú-
blica y convocado por él. La autonomía del Banco Central se consagraba en el capítulo XIII.

El capítulo XIV “Gobierno y administración interior del Estado”, mantenía la división del territorio en 
regiones, provincias y el gobierno local en la municipalidad, haciéndose eco del proceso de regiona-
lización se incorporaba el gobernador regional, elegido democráticamente, y la figura del delegado 
presidencial, lo mismo una delegación presidencial provincial.

El capítulo XV se destinó a reforma constitucional, que debía iniciarse por mensaje presidencial y 
ser aprobado por la cámara por el voto de tres quintas partes de ambas cámaras. El presidente po-
día rechazarlo, y las cámaras insistir con el mismo quorum, teniendo el presidente dos opciones: “el 
presidente deberá promulgar dicho proyecto, a menos que consulte a la ciudadanía mediante plebiscito” 
(Art. 131). El plebiscito era la herramienta para dirimir discrepancia entre el congreso y el ejecutivo 
frente a reformas parciales.

El proyecto era firmado por la presidente Michelle Bachelet, el ministro del Interior Mario Fernández 
y el ministro de Hacienda, Nicolás Eyzaguirre. Conformó 113 páginas.

Era claro que la propuesta reflejaba en plenitud el mensaje presidencial, recogiendo lo omitido o per-
dido en la Constitución de 1980 respecto a los derechos consagrados en la de 1925 con sus reformas 
ulteriores.42

La suerte del proyecto discurrió mal, pues fue propuesto seis días antes del término de la adminis-
tración de la presidenta Bachelet43 y desechado por el nuevo presidente de la República Sebastián 
Piñera.44

42 Una comparación entre la propuesta de Bachelet y la Constitución de 1980, reformada en 2005, en fAcultAd de derecHo 
uniVersidAd de cHile (2018).

43 el PAís (2018).

44 cHAdwick (2018). Paradojas de la historia. En los meses de incertidumbre, de octubre y noviembre de 2019, el presidente Piñera 
llamó a la ex presidenta Bachelet y le consultó si, de acoger el proyecto constitucional de 2018, constituiría una salida política al 
conflicto. La ex presidenta Bachelet le señaló que no respondía al momento en que se encontraba el país. Consejo Constituyente, 
Comisión 1, Sesión 7 de agosto de 2023. Fuimos testigos de esta infidencia, por ser Consejero Constituyente y haber asistido a 
la mentada sesión.
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V. lA pRopuestA constitucionAl de lA convención constituyente del 2021-2022. discuRso y texto 
de unA AfiliAción ideológicA disRuptivA en su pRofundizAción democRáticA

Después de los cruentos sucesos del 18 de octubre de 2019, que simbolizó el estallido social, se 
plantearon, desde distintas vertientes, cambiar el sistema de salud, previsión y educación imperan-
tes, avanzar en el reconocimiento de los pueblos originarios, en dotarse de una nueva Constitución 
Política, no faltando los que cuestionaban el derecho a la vivienda y a un transporte público. Aspec-
tos provenientes desde variados argumentos y procedencias geográficas y de sensibilidades ciuda-
danas que, en un criticado manejo político gubernamental, se transformó en una crisis gravísima 
del Estado.45 Sin embargo, se pudo pasar de la denominada “vuelta corta”, restaurar el orden públi-
co, a la “vuelta larga”, una salida política al conflicto.46 El acuerdo, de la mayoría de los partidos po-
líticos con representación parlamentaria, condujo a buscar una salida institucional teniendo como 
telón de fondo las demandas de la ciudadanía. El 15 de noviembre se acordó llamar a un plebiscito. 
El plebiscito se realizó el 25 de octubre del 2020. Un 78% de los votantes apoyó la redacción de una 
nueva constitución; y un 79%, que la Convención fuese conformada íntegramente por personas 
especialmente elegidas para ello.

Un aspecto relevante fue la ley constitucional del 24 de diciembre de 2019, que estableció el artículo 
142 de la Constitución de 1980 y organizó el plebiscito de ratificación. El plebiscito de inicio fue de 
voto voluntario y el de ratificación con voto obligatorio, con pena de multa al transgresor. Esto nos 
explicaría que en el año 2020 participaron 7.573.914 electores, equivalente al 51% del padrón electoral, 
mientras en el año 2022, participaron 13.024.792 que reflejó el 86% del electorado total.47

La elección de los constituyentes se verificó entre los días 15 y 16 de mayo de 2021 y la Convención 
Constitucional se constituyó un 4 de julio de 2021. Las listas dieron lugar a la participación de los 
partidos políticos y también a varios movimientos. El nuevo panorama ideológico que recogió la Con-
vención Constituyente quedó reflejado en el siguiente cuadro 1:

45 El denominado “estallido social” del 19 de octubre de 2019, tuvo una repercusión internacional, por constituir Chile, el país 
que exhibía varios indicadores sobre la estabilidad política, crecimiento económico y un mejoramiento de la calidad de vida. Los 
sucesos de octubre produjeron una gran cantidad de monografías de distinta calidad y género. Para una mirada, desde distintos 
ángulos, el equilibrado libro de HerrerA (2019), el volumen surgido de un taller de la Fundación Siglo XXI, coordinado por GArretón 
(2021), los aportes de los/las historiadores/historiadoras del Departamento de Ciencias Históricas de la Universidad de Chile, en 
ArtAzA et Al (2019), que se complementa con lo reunido por elGuetA y mArcHAnt (2020) y lo de GArcés (2020).

46 blumel (2023).

47 Glenisson (2022).
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Tabla 1. Resultados de escaños por listas. 

Nombre de la Lista Orientación ideológica Número de escaños 
obtenidos

Vamos por Chile Centro derecha-derecha 37

Lista del Apruebo Centro Izquierda 25

Independientes no neutrales Centro izquierda 11

Lista del Pueblo Izquierda 27

Apruebo Dignidad Izquierda 28

Otras candidaturas fuera de Pacto Centro Izquierda 10

Pueblos Originarios Elegidos por escaños reservados 17

Las elecciones se verificaron en mayo del 2021, y de los 155 elegidos 103 no eran militantes de par-
tidos. De los cuales hubo 78 hombres y 77 mujeres. Hubo tres comisiones de régimen interno y siete 
comisiones temáticas y una comisión de armonización.48

Constituyó la primera experiencia en que una Convención Constituyente completamente elegida por 
la ciudadanía, no solo representaba el crisol de la sociedad chilena, sino que acometía de modo sobe-
rano la articulación de los contenidos de la nueva Carta Magna. Un actor principal de la Convención 
trazó el significado de la Convención vinculándolo con el estallido social de octubre de 2019:

“Así, este proceso constituyente se explica, en una medida muy importante, por la transversalidad so-
cial y territorial que adquiere la precarización de la vida como motor de los conflictos sociales, la difícil 
coexistencia entre la progresiva consolidación del individualismo posesivo en el país y la emergencia de 
una serie de demandas sociales que reivindican una sociedad más justa y equitativa y, por cierto, por la 
ceguera de una élite que se negó, persistentemente, a reconocer el carácter estructural de la precariza-
ción de la vida social y su estrecha relación con el diseño constitucional vigente”.49

De los 155 integrantes los movimientos sociales y pueblos originarios conformaron 90 convenciona-
les, lo que demostró la dispersión de las posturas-además de los integrantes de los partidos políticos- 
Vamos por Chile y Apruebo Dignidad- y la eventualidad de incorporar, como sucedió, tópicos que, 
distanciados de las demandas ciudadanas, no solo hegemonizaron los debates, sino que fueron los 
más visibles en los medios de comunicación y redes sociales.

En las votaciones de reglamento y contenidos, el conglomerado que alcanzó los 2/3 estuvo confor-
mado con los votos de la lista del pueblo, pueblos originarios, apruebo dignidad, independientes no 
neutrales, parte de la lista del apruebo e independientes pertenecientes a movimientos sociales de 
base bajo la categoría “otros” en la figura. En cuanto al ordenamiento por grupos políticos y personas 

48 GArriGues (2022).

49 bAssA (2021), p. 1.
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afines, tenemos tres modos de operar: “En la primera convergen convencionales de Apruebo Dignidad 
(AD), Pueblos Originarios (PPOO), Lista del Pueblo (P) y otros fuera de pacto (O); en la segunda, funda-
mentalmente convencionales de la Lista del Apruebo (A), Independientes No Neutrales (NN) y O, aunque 
hay algunos representantes de AD; finalmente, el tercer grupo lo conforma íntegramente miembros de 
Vamos por Chile (CV), el pacto de partidos e independientes de derecha”.

El politólogo Jorge Fábrega, describió la composición de los miembros de la Convención Constituyen-
te del modo siguiente:

“La Convención Constitucional de Chile 2021-2022 representa un caso inusual en que un cuerpo cole-
giado comienza a funcionar sin restricciones de agenda impuestas por otros órganos, con total libertad 
para definir sus propias reglas de funcionamiento y compuesta por personas con mínimos lazos pre-
vios desde los cuales construir acción colectiva. Ello no era lo que buscaba la clase política chilena con 
representación parlamentaria cuando ideó este mecanismo para encausar una salida a la crisis social 
iniciada en octubre del 2019. Por el contrario, ellos esperaban poder controlar el desarrollo de la Con-
vención logrando que ésta fuese integrada por miembros de sus filas. Pero lo que no anticiparon fue que 
al momento de elegir a los integrantes de esa instancia (los convencionales), la ciudadanía preferiría 
individuos mayormente independientes sin vínculos con los partidos”.50

La Convención se estructuró por tres comisiones que, podríamos calificar de técnicas, como fueron la 
Comisión de Preámbulo, la Comisión de Normas Transitorias y la Comisión de Armonización, encar-
gadas desde plantear una propuesta hasta velar por la calidad técnica y coherencia del texto.51

En la parte de contenidos, la Convención se organizó en varias comisiones, a saber, la Comisión sobre 
Sistema Político, Gobierno, Poder Legislativo y Sistema Electoral; la Comisión de Forma de Estado, 
Ordenamiento, Autonomía, Descentralización, Equidad, Justicia Territorial, Gobiernos Locales y Or-
ganización Fiscal; la Comisión sobre Derechos Fundamentales; la Comisión sobre Medio Ambien-
te, Derechos de la Naturaleza, Bienes Naturales Comunes y Modelo Económico, la Comisión sobre 
Sistemas de Justicia, Órganos Autónomos de Control y Reforma Constitucional, la Comisión sobre 
Sistemas de Conocimientos, Culturas, Ciencia, Tecnología, Artes y Patrimonios; la Comisión de Par-
ticipación Popular; la Comisión de derechos de los Pueblos Indígenas y Plurinacional; la Comisión de 
Enlaces Transversales.

La riqueza de contenidos constituyó paradojalmente la complicación mayor en la redacción del texto 
y en la comprensión de la ciudadanía.

Lo disruptivo en la Constitución es que asumió, dada la composición de sus integrantes, distintas 
sensibilidades respecto a la sociedad, la naturaleza, la cultura, etc., abordando también contenidos 

50 fábreGA (2022), p. 127.

51 Una visión de su funcionamiento en contrerAs et Al (2022). Constituye el principal volumen dedicado a esta experiencia 
constitucional. Agradecemos a la Dra. Viviana Ponce de León, la gentileza en hacernos llegar el volumen pre-print.
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inéditos en la trayectoria constitucional nacional y comparada.52

La afiliación apuntó a sentar materias que eran sensibles para la ciudadanía, v.gr. el reconocimiento 
de los pueblos originarios, pero que significó la incorporación de temáticas como la plurinacionali-
dad, el vivir bien, cuya vertiente no se ajustó a la tradición republicana de contenidos incorporados 
en la Constitución, más inclinados a nociones provenientes de países europeos, que a novedades 
situadas en constituciones sudamericanas donde la presencia de pueblos originarios hizo pertinente 
tal debate.53

La propuesta de la Constitución Política emanada de la Convención Constituyente introdujo nociones 
que no proseguían la gradualidad indicada en cuanto a los derechos, pero sí en la configuración del 
Estado, haciéndose cargo de la inflexión propuesta en el proyecto constitucional de Bachelet.54

En el capítulo 1, “Principios y disposiciones generales”, se afirmaba:

“Artículo 1 1. Chile es un Estado social y democrático de derecho. Es plurinacional,55 intercultural, regio-
nal y ecológico. 2. Se constituye como una república solidaria. Su democracia es inclusiva y paritaria. 
Reconoce como valores intrínsecos e irrenunciables la dignidad, la libertad, la igualdad sustantiva de los 
seres humanos y su relación indisoluble con la naturaleza. 3. La protección y garantía de los derechos 
humanos individuales y colectivos son el fundamento del Estado y orientan toda su actividad. Es deber 
del Estado generar las condiciones necesarias y proveer los bienes y servicios para asegurar el igual goce 
de los derechos y la integración de las personas en la vida política, económica, social y cultural para su 
pleno desarrollo”.56

Reconociendo que la soberanía reside en el pueblo de Chile, reparaba que éste estaba “conformado 
por diversas naciones” (Art. 2.1) que ampliaba en el art. 5.1 a diversos pueblos y naciones en la unidad 
del Estado, aludiendo a los preexistentes y “otros que puedan ser reconocidos en la forma que establez-
ca la ley”.

Las nuevas sensibilidades y cambios en la sociedad chilena se reflejaban en el artículo siguiente:

“Artículo 6.1 El Estado promueve una sociedad donde mujeres, hombres, diversidades y disidencias se-

52 cAlVo-dorAdor (2023), han recogido las distintas posiciones de convencionalistas que refieren de qué manera, la amplitud de 
temáticas provenientes desde los movimientos sociales, incidió en el resultado del rechazo.

53 Entre las críticas sobre el funcionamiento de la Convención Constituyente, pueden verse sQuellA (2022), GArín (2022).

54 Para los documentos emanados desde las distintas subcomisiones de la Convención, véase https://www.chileconvención.cl. 
Asimismo, puede accederse a la Biblioteca del Congreso Nacional que conformó un explicativo sitio digital intitulado “Historia 
de la Propuesta de Constitución y Labor Constituyente”, véase https://www.bcn.cl/historia-de-la-constitucion/comisiones/
comision/100043.

55 La propuesta venía a reconocer lo plurinacional, que era una realidad que ya era evidente en el siglo XIX, y, como fue remarcado 
en su oportunidad, la “propuesta simplemente viene a explicitar una realidad solapada, porque por primera vez los pueblos 
indígenas-a través de sus propios representantes- tuvieron voz y voto en el proceso de definición del Estado”, diArio constitucionAl 
(2022).

56 ProPuestA constitución PolíticA de lA rePúblicA de cHile (2022), p. 5.
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xuales y de género participen en condiciones de igualdad sustantiva, reconociendo que su representa-
ción efectiva es un principio y condición mínima para el ejercicio pleno y sustantivo de la democracia 
y la ciudadanía”.

Nociones que se reforzaban (Art. 6.4) en que el Estado debería adoptar todas las medidas a su alcance 
para la “igualdad de género y la paridad”, y proyectar el enfoque de género en su diseño institucional, 
política fiscal presupuestaria y ejercicio de sus funciones.

Los artículos siguientes configuraban una división administrativa que superponía la conocida articu-
lación regional con los territorios de pueblos originarios, al referirse (Art. 7) de “entidades territoriales 
autónomas y territorios especiales”, subrayando que los pueblos y la naturaleza forman “un conjunto 
inseparable” donde el Estado reconoce y “promueve el buen vivir” (Art. 8).57

En cuando a la identidad del Estado y los símbolos, la propuesta incluía los provenientes de la diver-
sidad étnica, donde el castellano era el idioma oficial pero el Estado se declaraba plurilingüe, pues los 
idiomas indígenas en sus territorios, serían oficiales, y el Estado debería promover su conocimiento, 
revitalización, valoración y respeto. También se reconocía “la lengua de señas chilena” (Art. 12.1). Al 
lado de los emblemas nacionales consabidos, el Estado reconocía los pertenecientes a los pueblos y 
naciones indígenas (art. 13.1). Y más adelante, amplió (Art. 34) el desarrollo de los pueblos indígenas, 
derecho a la autonomía, autogobierno, a su propia cultura, “al reconocimiento de sus instituciones, 
jurisdicciones y autoridades, propias o tradicionales; y a participar plenamente, si así lo desean, en la 
vida política, económica, social y cultural del Estado”.58

En el campo de la política exterior, se conjugaban los principios del derecho internacional y la tradi-
ción latinoamericana,59 declarando como zona prioritaria América Latina y el Caribe de sus relaciones 
internacionales (Art. 14.1)

El capítulo II “Derechos fundamentales y garantías”, ofrecía novedades en su tratamiento, dado que 
a los concebidos inherentes a la persona humana, se añadía la titularidad de los pueblos y naciones 
indígenas de derechos fundamentales colectivos y “la naturaleza es titular de los derechos reconocidos 
en esta Constitución que le sean aplicables” (Art. 17.3.).

Interesante fue la afirmación del deber del Estado en promover, respetar y garantizar los derechos 
de niñas, niños y adolescentes, establecidos en el texto y en los tratados internacionales, haciendo 
hincapié en desarrollarse en condiciones familiares y ambientales que permitan el despliegue de su 
personalidad.

57 Alude al Suma Qamaña, el vivir y convivir bien, de los aymaras. Sobre esta noción, molinA (2015). Una discusión cómo se ha 
entendido en Bolivia y en Ecuador, en ribAdeneirA (2020).

58 Sobre esta materia oleA (2013).

59 González (2020).
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Una novedad a nivel mundial era lo consagrado en el artículo 29:

“El Estado reconoce la neurodiversidad y garantiza a las personas neurodivergentes su derecho a una 
vida autónoma, a desarrollar libremente su personalidad e identidad, a ejercer su capacidad jurídica y 
los derechos reconocidos en esta Constitución y los tratados e instrumentos internacionales de derechos 
humanos ratificados y vigentes en Chile”.

Cabe puntualizar que Chile se había convertido en pionero en resguardar la actividad cerebral y la 
información proveniente de ella, a través de la ley 21.383, de 25 de octubre de 2021.60

El tópico de la educación, podemos conjeturar que se retomó una idea contemplada en el proyec-
to constitucional de Salvador Allende, como era el sistema nacional de educación, donde todos los 
establecimientos bajo el amparo del Estado, deberían ser coordinados, regulados y quedar bajo su 
supervigilancia (Art. 36), serían de carácter democrático, no discriminatorios en su acceso y prohi-
bición del lucro, la promoción de los diversos saberes que conviven en el país, y reconociendo a las 
naciones indígenas la formación de sus propios establecimientos de conformidad “con sus costumbres 
y cultura, respetando los fines y principios de la educación, y dentro de los marcos del Sistema Nacional 
de Educación establecidos por la ley”.

En cuanto a las bases de la sociedad en el ámbito laboral, se incorporaron nociones de antaño - “toda 
persona tiene derecho al trabajo y a su libre elección”- como recientes emanadas de la OIT- “El Estado 
garantiza el trabajo decente y su protección” (Art. 46.1), la igualdad remunerativa para hombres y muje-
res por trabajo de igual valor, el respeto a los derechos reproductivos de las personas trabajadoras y 
el resguardo de los derechos de maternidad y paternidad. Las condiciones justas de trabajo se exten-
dían por la acción del Estado al ámbito rural y agrícola (Art. 46.6). La prohibición de la precarización 
laboral. El trabajo doméstico y de cuidados era reconocido por el Estado y contribuían a las cuentas 
nacionales (Art. 49.1), precisándose que toda persona tiene derecho al cuidado, a cuidar y a cuidarse, 
por lo que el Estado se “obliga a proveer los medios para garantizar que el cuidado sea digno y realizado 
en condiciones de igualdad y corresponsabilidad”.61

La discusión europea sobre el derecho a la ciudad y a la vivienda, tuvo su repercusión en la Conven-
ción. El derecho a la vivienda y sus condiciones quedaron recogidas en el art.51, mientras el derecho 
a la ciudad, se hizo cargo de las dificultades inherentes a la ciudad moderna, desde la segregación y 
la gentrificación hasta lo convulso de la masificación, declarando

“Artículo 52 1. El derecho a la ciudad y al territorio es un derecho colectivo orientado al bien común y 
se basa en el ejercicio pleno de los derechos humanos en el territorio, en su gestión democrática y en la 
función social y ecológica de la propiedad”.

60 senAdo (2021).

61 Probablemente, se tuvo presente para el trabajo doméstico, la denominada paradoja del economista Arthur Pigou, y respecto 
al cuidado, lo avanzado en Inglaterra sobre el tópico. Véase AGuAyo (2019).
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La creación de nuevas urbes o el mejoramiento de las ciudades, debería a apuntar a una mayor in-
tervención del Estado, para asegurar acceso equitativo a los servicios básicos, movilidad segura y 
sustentable e integración socio-espacial.

El cuidado alimentario y la tradición de los cultivos por las naciones indígenas, se conjugan en los 
artículos 55 y 56.

La reiteración de nociones o el desarrollo de ciertos temas, se vuelve a encontrar, cuando se habla en 
el texto de la amplitud de los derechos personales hacia la autonomía, como fue el extenso artículo 61:

“Artículo 61 1. Toda persona es titular de derechos sexuales y reproductivos. Estos comprenden, entre 
otros, el derecho a decidir de forma libre, autónoma e informada sobre el propio cuerpo, sobre el ejer-
cicio de la sexualidad, la reproducción, el placer y la anticoncepción. 2. El Estado garantiza su ejercicio 
sin discriminación, con enfoque de género, inclusión y pertinencia cultural; así como el acceso a la 
información, educación, salud, y a los servicios y prestaciones requeridos para ello, asegurando a todas 
las mujeres y personas con capacidad de gestar las condiciones para un embarazo, una interrupción 
voluntaria del embarazo, un parto y una maternidad voluntarios y protegidos. Asimismo, garantiza su 
ejercicio libre de violencias y de interferencias por parte de terceros, ya sean individuos o instituciones”.

La alusión al pueblo tribal afrodescendiente y su reconocimiento por la Constitución, en su artículo 
93, queda desvinculada del tratamiento en general de los pueblos y naciones.

El capítulo III “Naturaleza y Medio Ambiente”, ofreció declaraciones que despertaron admiración y 
perplejidad a la vez, partiendo que “la naturaleza tiene derechos” y era deber tanto del Estado como 
de la sociedad protegerlos y respetarlos.62 Menos complejo y sugestivo fue la obligación del Estado a 
seguir una administración ecológicamente responsable, promover la educación ambiental y científica 
mediante procesos de formación y aprendizajes permanentes (Art. 127), señalando los principios de 
protección de la naturaleza y medio ambiente (Art. 128).

En cuanto a los animales, se ampliaba la protección que brindaba la ley de tenencia responsable de 
mascota y animales de compañía, al indicar la propuesta constitucional que “los animales son sujetos 
de especial protección. El Estado los protegerá, reconociendo su sintiencia y el derecho a vivir una vida 
libre de maltrato” (Art. 131). Para ello, el Estado a través de la educación iba a promover la “empatía y 
el respeto hacia los animales”.

En cuatro artículos se desplegaba la obligación del Estado con la naturaleza, conservar la atmósfera 
y el cielo nocturno, cooperar internacionalmente en la investigación del espacio (Art. 135), custodiar 
humedales, bosques nativos y suelos juntamente con proteger glaciares y entorno glaciar, la función 
ecológica y social de la tierra (Arts. 135-138). En este delineamiento, el agua era declarada como dere-
cho humano y el Estado debía proteger las aguas en todos sus estados (Art. 140).

62 Se recogió lo contemplado en la Constitución de Ecuador. Véase Hernández (2016).
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Los derechos de la naturaleza y los ambientales iban a ser protegidos por la Defensoría de la Natu-
raleza, órgano autónomo, desconcentrado en defensorías regionales (Art. 148): constituía una nueva 
institución.

El capítulo IV “Participación democrática”, se enfatizaba el rol del Estado en promoverla, haciendo 
notar la necesidad de una democracia directa o semi-directa que asegurara la participación o vincu-
lante de la población, fomentando iniciativas populares de normas locales a nivel regional y municipal 
(Art. 155).

En el capítulo V “Buen gobierno y función pública”, comenzaba con una declaración general, donde 
los funcionarios debían dar cumplimiento a los principios de probidad, transparencia y rendición de 
cuentas en sus actuaciones, incorporando otros principios (Art.165) de eficiencia, eficacia, respon-
sabilidad, publicidad, buena fe, interculturalidad, enfoque de género, inclusión, no discriminación y 
sustentabilidad. La función pública se deberá brindar con pertinencia territorial, cultural y lingüística.
Y se complementaba con el artículo 170, acotando que la corrupción es contraria al bien común y 
atenta contra el sistema democrático, por lo que el Estado deberá erradicarla del sector privado y 
público, persiguiendo y sancionándola.

Capítulo VI “Estado regional y organización territorial”, cuyos principios quedan meridianamente 
clarificado en el artículo 187, indicaba que el Estado se organiza territorialmente en entidades te-
rritoriales autónomas y territorios especiales; siendo las primeras, las comunas autónomas, regio-
nes autónomas y autonomías territoriales indígenas, dotadas de autonomía política, administrativa 
y financiera .En su inciso 4, se advertía que tal ejercicio no podrá atentar contra “el carácter único e 
indivisible del Estado de Chile ni permitirá la secesión territorial”.

La región, provincia y comuna autónoma constituían los territorios, pero se incorporaba la autono-
mía territorial indígena, ejerciendo derechos de autonomía, reconocidas y garantizados por el Estado 
(Art. 234). Determinados aspectos inspirados en el proyecto constitucional de la Unidad Popular.

La ruralidad merecía una atención especial, dado que el Estado debía promover su desarrollo integral 
“donde las formas de vida y producción se desarrollan en torno a la relación directa de las personas y 
comunidades con la tierra, el agua y el mar” (Art. 241).

El capítulo VII “Poder Legislativo”, encontramos que estaría compuesto del Congreso de Diputadas y 
Diputados y de la Cámara de las Regiones (Art. 251).

El Poder Legislativo se compone del Congreso de Diputadas y Diputados y de la Cámara de las Re-
giones, mientras el primer órgano estaría compuesto por un número no inferior a 150 integrantes 
(Art. 252), el segundo, una ley iba a determinar su composición, como órgano deliberativo, paritario 
y plurinacional (Art. 254.3). Constituyó una de las afirmaciones más controversiales, pues rompía con 
las instituciones clásicas que había representado el Poder Legislativo, al hacer desaparecer la Cámara 
de Senadores.
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El capítulo VIII estuvo destinado al Poder Ejecutivo. Éste quedaba radicado/a en el/la presidente/a 
de la República, al que se le exigía ser chileno y tener 30 años de edad (Art. 280). De haber un impedi-
mento para su ejercicio asumiría con el título de vicepresidente, en orden de prelación el que preside 
el Congreso de Diputadas/os; la Cámara de Regiones o el de la Corte Suprema (Art. 283).

El capítulo IX “Sistemas de Justicias”, hablaba de la existencia (Art. 307), de “una función pública que se 
ejerce en nombre de los pueblos y que consiste en conocer y juzgar, por medio de un debido proceso, los 
conflictos de relevancia jurídica y hacer ejecutar lo resuelto, conforme a la Constitución y las leyes, así 
como a los tratados e instrumentos internacionales sobre derechos humanos de los que Chile es parte”; se 
ejercería por tribunales de justicia y las autoridades de los pueblos y naciones indígenas reconocidos 
por la Constitución (Art. 309).

Se incorporaba la denominada Justicia Vecinal, para la solución de conflictos vecinales y de pequeña 
cuantía dentro de una comunidad, privilegiándose la conformación de éstas en zonas rurales y lu-
gares alejados de áreas urbanas (Art. 335). Una idea desarrollada por el proyecto constitucional de la 
Unidad Popular.

Un nuevo órgano en la administración de justicia se planteó, como era el denominado Consejo de la 
Justicia, regulado en el art. 342, como “un órgano autónomo, técnico, paritario y plurinacional, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es fortalecer la independencia judicial. Está 
encargado de los nombramientos, gobierno, gestión, formación y disciplina en el Sistema Nacional de 
Justicia”.

El capítulo X “Órganos Autónomos Constitucionales”, pasaba revista a las facultades de organismos ya 
existentes, como la Contraloría General de la República, Banco Central, Ministerio Público, Defenso-
ría Penal Pública, Agencia Nacional de Protección de Datos y Corte Constitucional. Los dos últimos, 
creados para la protección de los datos personales (Art. 376) y para hacerse cargo de la reforma del 
Tribunal Constitucional (Arts. 377-382).

El capítulo XI “Reemplazo y reforma constitucional”, declaraba que los proyectos de reforma podían 
ser iniciados de diversas formas, indicaba el art.383, por mensaje presidencial, moción de diputadas y 
diputados o representantes regionales, por iniciativa popular o iniciativa indígena. Su aprobación iba 
a requerir el voto conforme de las cuatro séptimas partes de integrantes en ejercicio del Congreso de 
Diputadas y Diputados y de la Cámara de las Regiones. 

La constitución tenía 178 páginas, con 388 artículos y disposiciones transitorias. Antes de su plebisci-
to de salida, se levantaron opiniones tanto crítica como de expectativas.63

Como se puede apreciar la propuesta constitucional era ambiciosa en sus contenidos, incorporando 
temáticas sugestivas e innovadoras de la gradualidad e inflexión de la tradición democrática liberal- 
pero, asimismo, rupturista al injertar en el texto materias no explicitadas por la ciudadanía o peor, 

63 Véase instituto de estudios de lA sociedAd (2022), Guiloff (2022).
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distantes y ajenas al vocabulario común de la opinión pública y/o a las expectativas de la ciudadanía.
El plebiscito convocado para aprobar o rechazar la propuesta constitucional se verificó el día 4 de 
septiembre del 2022, arrojando los siguientes resultados como lo señala la Tabla 2:

Tabla 2. Resultados del plebiscito de salida de la propuesta constitucional.64

N° en votos Opción Chile Extranjero Total

1 Apruebo 4.823.058 36.045 4.859.103

2 Rechazo 7.868.295 23.120 7.891.415

900 Votos Nulos 200.664 217 200.881

901 Votos en blanco 77.212 128 77.340

Total 12.969.229 59.510 13.028.739

Los guarismos dieron un amplio respaldo a la opción del rechazo con el 61, 86% mientras la alterna-
tiva del apruebo alcanzó el 38,14%.

Se han esgrimido varias argumentaciones sobre los fundamentos del rechazo, desde las más livia-
nas, como que el pueblo se equivocó o los fake-news distorsionaron la propuesta, hasta las más 
plausibles, a nuestro juicio, la falta de un sentido político de los convencionales que priorizaron 
los planteamientos sectoriales-identitarios de los movimientos sociales y étnicos, superando, si 
los hubo, los criterios jurídicos de un grupo de constitucionalistas, que no lograron encauzar las 
deliberaciones hacia lo que realmente se demandaba por la ciudadanía mayoritaria. Constituyó una 
derrota política para el gobierno de Boric y del conglomerado político que lo sustenta y una derrota 
cultural, por el cambio que se procuraba al interior de la sociedad. Zúñiga, ha puntualizado que el 
fracaso de la política en la Convención, obedeció, precisamente, a la falta de “políticos” en ella, y 
por la preeminencia, de los constituyentes mayoritario, que “encarnaron posiciones identitaristas, 
vanguardistas y maximalistas”.65

La incertidumbre abierta con el rechazo, la vigencia de la Constitución de 1980- o la del 2005 con 
las últimas reformas- comenzó a despejarse con la voluntad del presidente Boric, el Congreso y los 
partidos políticos con representación parlamentaria de proseguir el proceso. Como ha escrito Clai-
re Glenisson, el problema se asemejó al rechazo del Referéndum francés de 5 de mayo de 1946, al 
proyecto redactado por la Asamblea Constituyente, pero, la diferencia fue que en Francia el artículo 
7 de la ley de 2 de noviembre de 1945, dispuso que “il serait procédé aussitôt et dans les mêmes for-
mes, à l’élection d’une nouvelle assemblée constituante jouissant des mêmes pouvoirs que la première 
assemblée”.66 En el caso chileno, la nueva convención de redactar la nueva Constitución, no tendría 
las amplias atribuciones de redactar con plena autonomía el nuevo texto, pues el “Acuerdo por Chile” 

64 serVicio electorAl de cHile (2022).

65 zúñiGA (2022), p. 78.

66 Glenisson (2022).
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fijó los denominados “bordes” al cual deberán ceñirse en la discusión, los 50 integrantes elegidos por 
la ciudadanía que conformarán el Consejo Constitucional, el comité de 24 expertos elegidos por el 
Congreso. El Consejo deberá ser constituido por el principio de paridad e integrado por escaños in-
dígenas supra numerarios, en base del porcentaje de votación efectiva en la elección. La Comisión de 
expertos, se conformará por personas de indiscutible trayectoria académica, técnica o profesional, 
elegidos 12 por la Cámara de Diputados y 12 por la Cámara de Senadores. Y un Comité Técnico de 
Admisibilidad, compuesto de 14 personas, conformando una terna de la Cámara de Diputados/as de 
la que elegirá el Senado al Comité. El Comité tendrá por finalidad, la revisión de las normas aprobadas 
y ver su congruencia con las bases institucionales.67

La distribución geográfica para elegir a los Consejeros Constituyentes fue disímil y no se correlacio-
nó con la densidad demográfica de las regiones, pues las regiones Metropolitana, de Valparaíso, del 
Maule y la Araucanía, pudieron elegir cinco representantes; Antofagasta, Coquimbo, O’Higgins, Bío-
bío, Los Ríos y Los Lagos elegían tres representantes, y las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, 
Atacama, Ñuble, Aysén y Magallanes, dos consejeros.

Las fuerzas políticas se agruparon en coaliciones, principalmente las entidades históricas junto con 
algunas nuevas, aunque hubo dos partidos que enfrentaron solos las elecciones, distribuyéndose en:
Lista A, Partido de la Gente; Lista B, Todo por Chile, conformado por Partido Por la Democracia, De-
mocracia Cristiana y Partido Radical; Lista C, Partido Republicano; Lista D, Unidad para Chile, que 
aunó al Frente Amplio (Convergencia Social, Revolución Democrática y Comunes), Partido Comu-
nista, Partido Socialista, Frente Regionalista Verde y Social y Partido Liberal; Lista E, Chile Seguro, 
integrado por la Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional y Evópoli.

La Lista C, se presentaba contraria a la reforma de la Constitución de 1980.

Las elecciones se verificaron el día 7 de mayo de 2023, con los siguientes resultados, de acuerdo con 
SERVEL:68

67 Las bases institucionales sobre las que debe enmarcar su trabajo el Consejo Constitucional son: “1. Chile es una República 
democrática, cuya soberanía reside en el pueblo. 2. El Estado de Chile es unitario y descentralizado. 3. La soberanía tiene como límite 
la dignidad de la persona humana y los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales ratificados por el Estado 
de Chile y que se encuentren vigentes. La Constitución consagrará que el terrorismo, en cualquiera de sus formas, es por esencia 
contrario a los derechos humanos. 4. La Constitución reconoce a los pueblos indígenas como parte de la nación chilena, que es una 
e indivisible. El Estado respetará y promoverá sus derechos y culturas. 5. Chile es un Estado social y Democrático de Derecho, cuya 
finalidad es promover el bien común; que reconoce derechos y libertades fundamentales; y que promueve el desarrollo progresivo 
de los derechos sociales, con sujeción al principio de responsabilidad fiscal; y a través de instituciones estatales y privadas. 6. Los 
emblemas nacionales de Chile son la bandera, el escudo y el himno nacional. 7. Chile tiene tres poderes separados e independientes 
entre sí: a) Poder Ejecutivo, con un jefe de Gobierno con iniciativa exclusiva en el gasto público. b) Poder Judicial, con unidad 
jurisdiccional y con pleno respeto de las sentencias judiciales firmes y ejecutoriadas. c) Poder legislativo bicameral, compuesto 
por un Senado y una Cámara de Diputados y Diputadas, sin perjuicio de sus atribuciones y competencias en particular. 8. 
Chile consagra constitucionalmente, entre otros, los siguientes órganos autónomos: Banco Central, justicia electoral, Ministerio 
Público y Contraloría General de la República. 9. Chile protege y garantiza derechos y libertades fundamentales como el derecho 
a la vida; la igualdad ante la ley; el derecho de propiedad en sus diversas manifestaciones; la libertad de conciencia y de culto; 
el interés superior de los niños, niñas y adolescentes; la libertad de enseñanza y el deber preferente de las familias de escoger la 
educación de sus hijos; entre otros. 10. Chile consagra constitucionalmente con subordinación al poder civil la existencia de las 
Fuerzas Armadas; y las Fuerzas de Orden y Seguridad, con mención expresa de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones. 
11. La Constitución consagra, a lo menos, cuatro estados de excepción constitucional: estado de asamblea, de sitio, de catástrofe 
y de emergencia. 12. Chile se compromete constitucionalmente al cuidado y la conservación de la naturaleza y su biodiversidad” 
Acuerdo Por cHile (2022).

68 serVicio electorAl de cHile (2023).
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Lista/ Pacto Votos Porcentaje Consejeros elegidos

A. Partido De La Gente 537.088 5,48% 0

B. Todo Por Chile 877.207 8,95% 0

C. Partido Republicano De Chile 3.468.258 35,41% 23

D. Unidad Para Chile 2.800.975 28,59% 16

E. Chile Seguro 2.063.907 21,07% 11

Candidaturas Independientes 48.495 0,50% 0

Los resultados fueron sorpresivos, no tanto por la derrota de los partidos que habían constituido la 
base de la Concertación de Partidos para la democracia, el fracaso del Partido de la Gente, después de 
las expectativas de elegir un par de consejeros, el fuerte retroceso de los partidos tradicionales de la 
derecha ubicados en Chile Seguro; el golpe, no tan fuerte, que se infligió a la Unidad para Chile, pero 
sí al Partido Comunista que eligió dos consejeros, resaltando el triunfo relativo del Partido Socialista 
con seis consejeros. Lo imprevisto fue el aplastante triunfo del Partido Republicano, que asumió el 
éxito del Rechazo, de septiembre de 2022, que, junto con los graves problemas contingentes de la in-
migración irregular, la inseguridad ciudadana, la inflación, constituyó, su gran avance con la bandera 
de impugnar el nuevo proceso constituyente.

La tarea de la Comisión de Expertos deberá evacuar su informe de Anteproyecto en tres meses, a par-
tir del 6 de marzo para seguidamente el día 5 de junio de 2023 los Constituyentes sean confirmados 
por el Servel, y asuman el día 7 de junio, la tarea de redactar una Nueva Constitución Política.

De este modo, el país va a encaminarse a examinar y votar otra propuesta constitucional, para re-
solver el dilema de la norma principal que debe orientar las funciones de los poderes del Estado y el 
desenvolvimiento de la vida pública y privada.

VI. conclusiones

El estudio de las cartas constitucionales ha tendido la mayor parte, a centrarse en los textos pro-
mulgados despreciando las propuestas de textos que, por una u otra razón, no alcanzaron a ser ple-
biscitados por el pueblo. Aquello ha significado no leer las tendencias y sensibilidades emergentes 
que rodearon al surgimiento o a la crisis de una Constitución. Otro caríz del examen constitucional 
ha sido proseguir una clasificación que llamaríamos de corte tautalógico, como es ver si es rígida, 
semiflexible o flexible en cuanto las posibilidades de reforma. O bien ver la secuencia del desarrollo 
desde una óptica unidimensional como es ver cuánto de gradualidad contiene la constitución que ha 
sucedido a otra.

A nuestro entender, hemos optado por pesquisar las potencialidades de la taxonomía que aporta la 
teoría literaria de Edward Said, entre filiación y afiliación. 
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La imposición de la Constitución de 1980 implicó su funcionamiento por cuarenta años, a pesar de las 
reformas aplicadas en 1989, la continuación de modificaciones en el 2005, con la firma del presidente 
Lagos. Aquello se erigió en el fin de la gradualidad democrática y republicana y la inauguración de 
un texto disruptivo adscrito a la afiliación. Empero, al cuestionamiento a su legitimidad originaria, 
conjuntamente con los elementos que entrampaban su eventual reforma por los altos quórums exi-
gidos, se sumaron otros factores sociales, conexos con la Carta, como fueron los cuestionamientos 
a la educación, la salud, la previsión social, que reventaron en el estallido social de octubre de 2019. 
El proyecto de la presidenta Bachelet, que abordaba una reforma general de la constitución vigen-
te, dejaba en pie algunas estructuras como la económica. El debate suscitado, a partir del año 2018, 
respecto a la Constitución de 1980, condujo a revisar nuestra historia política y constitucional, sobre 
tres tópicos entrelazados. Uno, lo acordado por los partidos políticos para llevar a cabo el proceso 
de reemplazo de la Constitución de 1980-2005, que debería ser por una Comisión Mixta o una Con-
vención Constituyente; dos, de resultar la primera, sería proseguir con la modalidad de las reformas 
constitucionales bajo el sistema democrático, de resultar la segunda, apuntaría a retomar los intentos 
de establecer una constitución de modo soberano por el pueblo. O sea, una constituyente originaria. 
Un tercer aspecto, era rastrear los momentos donde se plantearon proyectos constitucionales que 
quedaron en borrador y más de alguno que se concretó, que apuntaron a no proseguir ni con la gra-
dualidad ni la inflexión, sino que fueron de talante disruptivo.

En este encuadre, que iniciamos en la primera parte de este estudio, hemos examinado tanto pro-
yectos constitucionales desconocidos, que no lograron fraguar un texto sistemático, como otros 
que fueron editados pero que no alcanzaron a ser debatidos, y otros que conformaron una elabora-
ción para un nuevo estado constitucional. De igual forma, hemos estimado que, en el campo de la 
filiación de corte liberal, democrático y republicano, pudieron agruparse proyectos y constitucio-
nes que avanzaron en los derechos civiles, políticos y sociales, cumpliendo el Estado funciones de 
intervención en la sociedad y en la economía. En otras palabras, ubicamos en esta filiación tanto el 
estado liberal como el estado de bienestar social o de compromiso. De igual manera, la aplicación 
de esta tipología de Edward Said, nos condujo al examen de los textos que ubicamos en el campo de 
la afiliación tanto de corte marxista-leninista, o meramente marxista, como autoritario militar no 
democrático, fórmulas que apuntan a establecer-salvo con la excepción del proyecto constitucional 
de la Unidad Popular o del presidente Allende- un nuevo Estado sin la participación deliberativa de 
la soberanía popular, sea mediante la revolución social o el golpe militar refundacional que encabezó 
el general Augusto Pinochet. Es la configuración de un Estado que se disocia con la evolución que 
había tenido éste en los siglos XIX y XX, con énfasis radicales sobre la economía y la nueva relación 
entre estado y sociedad.

En este perfilamiento constitucional, la propuesta de la Convención Constituyente de 2022, cifró 
muchas expectativas en la ciudadanía, si se considera los resultados del plebiscito de entrada. Sin 
embargo, al lado de la discusión de materias novedosas- algunas controvertidas-la manera de llevar a 
cabo el proceso, donde los medios de comunicación enfatizaron-no crearon- las dificultades, las tri-
vialidades de constituyentes y grupos, las propias materias debatidas que no fueran las mayoritarias 
voceadas en el estallido social, marcaron un compás de espera hasta el plebiscito de refrendo o de 
salida. Si bien, el voto obligatorio acrecentó la participación, el rechazo a la propuesta significó que 
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la ciudadanía reparó en la totalidad del texto y su gestación y no en los apartados que constituyeron 
avances inéditos en materias de textos constitucionales. Sin relevar que la discrepancia con algún ca-
pítulo haya incidido en la decisión final del ciudadano/a. Constituyó la mayor experiencia de redactar 
una Constitución desde sus inicios, con plena legitimidad originaria y sanción democrática.

Sin embargo- como diría Bob Dylan, queda Blowin’ in the wind- una interrogante. ¿Puede un proyecto 
constitucional plantear un cambio en las reglas del juego democrático y republicano, en cualquiera de 
las dos vertientes clásicas? Queda claro que el proyecto de la Convención Constitucional de 2022, por 
ser originaria, podía establecer nuevas reglas a ser ratificadas o rechazadas por el pueblo.

La soberanía del pueblo funciona de modo libre y voluntaria, sea informándose de manera oral o le-
yendo textos, o en los tiempos actuales, por medio de plataformas digitales. El análisis de los textos 
variados que hemos tenido a la vista, nos refiere de lecciones donde lo racional con lo emocional 
nutren las decisiones de las personas. Pero, también, castigan o se alejan, cuando un texto o la di-
fusión de uno de ellos, enfatiza un modo unidimensional de apreciar la complejidad de vivir en una 
comunidad política.

Una lección imperecedera es la imprescindible participación popular, según diversos mecanismos 
legales, para que pueda ser vivenciada en la nación, como el texto que posibilite la convivencia social, 
la implementación de los derechos individuales, el desarrollo económico y el uso de sus recursos na-
turales, y tener como horizonte la vida buena o lisa y llanamente la felicidad de sus habitantes.
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